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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de diciembre de 2019. 

Michael Figueroa Ferreira [en adelante, Figueroa Ferreira o 

el apelante] acude ante nosotros, solicita la revisión y revocación 

de una sentencia dictada el 25 de julio de 2019 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Caguas. Mediante la misma 

se le denegó el crédito por la aportación mensual, desde octubre 

de 2010 hasta febrero de 2013, por el pago de la hipoteca que 

gravaba la residencia que constituyó el hogar familiar. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca la sentencia apelada. 

ANTECEDENTES 

 

Disuelto el vínculo matrimonial, el 15 de septiembre de 

2010, el TPI impuso una pensión alimentaria a Figueroa Ferreira 

por ser el padre no custodio de los menores habidos con Nitza del 

Carmen Mercado Ferreira [en adelante, Mercado Ferreira o la 

apelada]. Los menores habitaban con su madre en la residencia 
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sita en la Urbanización Portal del Sol en San Lorenzo, Puerto Rico, 

la cual estaba gravada con pagaré hipotecario. El 15 de 

septiembre de 2010, se le impuso una pensión supletoria de 

$758.00 como aportación al pago de la hipoteca.1 La pensión se 

pagó mediante retención de ingreso a través de la ASUME y fue 

efectiva al 30 de septiembre de 2010.2 Según se desprende del 

reporte detallado sobre transacciones para personas no custodias 

de la ASUME, Figueroa Ferreira pagó la pensión durante todos los 

meses.3   

Así las cosas, la apelada era la responsable de efectuar el 

pago al acreedor hipotecario, incumplió su obligación y por ello, el 

7 de junio de 2011, el TPI dictó sentencia en ejecución de hipoteca 

y cobro de dinero contra ambas partes.4 En la misma, el TPI 

encontró probado el incumplimiento con el pago hipotecario desde 

el 1 de marzo de 2010 hasta la fecha de la sentencia.5 De otra 

parte, surge que la apelada arrendó otra residencia al suscribir el 

contrato de arrendamiento que obra en el expediente, efectivo el 

15 de febrero de 2013.6  

El 8 de agosto de 2014, el apelante presentó demanda de 

liquidación de comunidad de bienes post ganancial. En lo 

pertinente, solicitó los créditos correspondientes a la porción 

suministrada a la apelada por concepto de pago hipotecario de la 

residencia, en la cual ambos convivieron junto a los menores y la 

cual su hipoteca había sido ejecutada debido al impago. Explicó 

que la referida porción satisfecha era parte de la pensión 

alimentaria y que al disolverse el matrimonio, acordaron que la 

                                                 
1 Apéndice III, Sentencia apelada, Determinación realizada en la pág. 2. 
2 Apéndice IX, págs. 1-6. 
3 Íd. 
4 Apéndice VIII, Sentencia de 7 de junio de 2011, Civil Núm. E2CI2010-0676. 
5 Íd.; Determinación de Hecho #5 de la pág. 2.  
6 Apéndice XI, Moción Sometiendo Documentos (Anejos) Radicado En Caso De 

Alimentos, E DI 2009-1176. 
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apelada realizaría el pago del bien inmueble. El 20 de noviembre 

de 2014, la apelada contestó la demanda y reconvino. 

Celebrado el juicio, el TPI emitió la sentencia el 25 de julio 

de 2019.  En la misma, enumeró los bienes pertenecientes a la 

comunidad post ganancial y la forma en que serían liquidados. En 

cuanto al crédito solicitado, el TPI determinó que al imponer la 

pensión alimentaria el 15 de septiembre de 2010 y ceder la 

responsabilidad a la apelada del pago, esta se atrasó y 

eventualmente el acreedor ejecutó la hipoteca por falta de pago.   

No obstante, el TPI indicó que no hubo prueba de cuánto 

era la deuda acumulada a la fecha en que la apelada se hizo cargo 

del pago, pues al momento en que el apelante fue relevado, la 

cuenta se encontraba en atrasos. Asimismo, determinó que no se 

presentó prueba de la cantidad de mensualidades dejadas de 

pagar. Tampoco se presentó la fecha del dictamen del caso de 

cobro de dinero y ejecución de hipoteca, que demostrara si, en el 

período de octubre de 2010 a enero de 2013, las mensualidades 

fueron pagadas o estaban al descubierto al momento en que se 

dictó sentencia declarando con lugar el cobro y la ejecución. Ante 

la falta de prueba a tales efectos, el TPI denegó el reclamo del 

crédito.  

El 19 de agosto de 2019, el apelante solicitó 

reconsideración, en la cual arguyó que desde el 30 de septiembre 

de 2010 en adelante la porción por concepto de vivienda incluida 

en la pensión alimentaria era de $758.00 mensuales y fue pagada 

mediante retención de ingresos, según consta en la certificación 

de ASUME. Añadió que la demanda de cobro y ejecución de 

hipoteca sobre la residencia en cuestión fue presentada el 27 de 

septiembre de 2010 y su sentencia dictada el 7 de junio de 2011.  

Aseguró que nunca se atrasó en el pago de la pensión alimentaria 



 
 
 

KLAN201901045 

 

 

4 

y que no fue hasta el 15 de febrero de 2013, que la apelada 

suscribió contrato de arrendamiento y comenzó a tener el gasto 

de vivienda. Por tanto, expuso que el crédito debía ser calculado 

desde el 30 de septiembre de 2010 hasta el 15 de febrero de 2013.  

A pesar de constar los documentos en el expediente que así lo 

evidenciaban, el TPI denegó la solicitud de reconsideración.  

Inconforme, el 13 de septiembre de 2019, el apelante 

acudió ante nosotros mediante la presente apelación.  Señaló que: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL NO 

RECONOCER A FAVOR DE LA PARTE APELANTE UN CRÉDITO POR LAS 

CANTIDADES RECIBIDAS POR LA PARTE APELADA POR CONCEPTO DE 

VIVIENDA, COMO PARTE DE LA PENSIÓN ALIMENTARIA, AUN 

CUANDO ESTA NO TENÍA DICHO GASTO. 
 

Transcurrido el término otorgado para que la apelada 

presentara su alegato en oposición, sin el beneficio de su 

comparecencia, estamos en posición de resolver y así lo 

hacemos.  

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

La norma de deferencia judicial no abarca la 

evaluación de prueba documental o pericial, debido a que en 

estos casos el foro apelativo está en las mismas condiciones que 

el tribunal de primera instancia. Sucn. Rosado v. Acevedo 

Marrero, 196 DPR 884, 918 (2016). Por tal razón, los tribunales 

apelativos pueden adoptar su propio criterio en cuanto al valor 

probatorio de ese tipo de evidencia.   

Por otro lado, en lo pertinente a la controversia de autos, 

durante la existencia de la sociedad legal de gananciales, los 

cónyuges son codueños y coadministradores de la totalidad del 

patrimonio matrimonial, sin distinción de cuotas. Montalván v. 

Rodríguez, 161 DPR 411, 420 (2004). Sin embargo, la sociedad 

de gananciales concluye al disolverse el matrimonio. El divorcio 

lleva consigo la ruptura completa del vínculo matrimonial y la 
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separación de propiedad y bienes de todas clases entre los 

cónyuges. Artículos 95, 105 y 1315 del Código Civil, 31 LPRA secs. 

301, 381 y 3681; Montalván v. Rodríguez, supra, a las págs. 416, 

420.   

Asimismo, cuando un padre alimentante paga en exceso de 

lo que le corresponde tiene un crédito a su favor por tal 

excedente. Toro Sotomayor v. Colón Cruz, 176 DPR 528, 536 

(2009); Calvo Mangas v. Aragonés, 115 DPR 219, 229 (1984). 

 La pensión alimentaria supletoria se define como aquella 

“[c]uantía que la persona no custodia debe destinar para pagar la 

parte proporcional que le corresponde por concepto de gastos 

suplementarios”. (Énfasis nuestro). Véase, Guías mandatorias 

para computar las pensiones alimentarias en Puerto Rico, 

Reglamento Núm. 8529, Departamento de Estado, 30 de octubre 

de 2014, Artículo 7, pág. 10, según enmendado por el Reglamento 

Núm. 8564.  

  Así pues, los gastos supletorios se describen como 

aquellos:  

Gastos que tanto la persona custodia como la persona 

no custodia deben sufragar para satisfacer las 

necesidades del o de la alimentista, que no se 
contemplan en la pensión alimentaria básica. Incluye 

gastos de educación, vivienda, y gastos de salud no 
cubiertos por un plan de seguro médico. También 

incluye los gastos por concepto de cuido del o de la 
alimentista, cuando la persona custodia se vea 

obligada a incurrir en los mismos para poder estudiar 
o ejercer una profesión u oficio. Al momento de 

determinar los gastos suplementarios, el juzgador o la 
juzgadora deberá considerar no solo los gastos que 

efectivamente se pagaron, sino también aquellos que 
son necesarios sufragar para satisfacer todas las 

necesidades del o de la alimentista. (Énfasis nuestro) 
Íd., a la pág. 5.  

 

Conforme a estos principios jurídicos, procedemos a 

resolver. El apelante argumenta que tiene derecho al crédito 

correspondiente, toda vez que dio en exceso a la apelada la 
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porción determinada y dirigida al pago de la hipoteca de la 

residencia. Lo anterior, pues la apelada incumplió con su 

obligación, reteniendo la cantidad otorgada sin realizar el referido 

pago. Es decir, durante un tiempo no había gasto de vivienda que 

sufragar, sin embargo, él lo pagó. 

Es preciso destacar que la presente controversia versa sobre 

la pensión alimentaria supletoria y el gasto específico del pago de 

la vivienda. Veamos. 

Ciertamente, consta en el expediente que se dejó de pagar 

las mensualidades hipotecarias desde el 1 de marzo de 2010.7  

Además, de los documentos presentados en el caso, consta que 

el apelante, a través de ASUME, pagó a la apelada desde el 30 de 

septiembre de 2010 la cantidad de $758.00 por concepto de 

pensión alimentaria supletoria, para el pago de la hipoteca.8  

Lo pertinente es que, desde el 30 de septiembre de 2010, 

Figueroa Ferreira entregó a Mercado Ferreira la cantidad de 

$758.00 mensuales como parte de pensión supletoria para el pago 

de la hipoteca y ella no tuvo ese gasto, pues incumplió con el 

acreedor hipotecario, reteniendo para sí esa cantidad mensual.  Es 

decir, aunque haya existido una deuda previa, desde el 30 de 

septiembre de 2010, el apelante cumplió con su obligación de 

entrega de la pensión supletoria para vivienda y dicho gasto no se 

configuró.   

De otra parte, surge de los documentos anejados que la 

apelada arrendó otra residencia a partir del 15 de febrero de 2013.  

Por ello, hasta el 15 de febrero de 2013, la apelada no demostró 

tener el gasto de vivienda.  Aún así, durante dicho período recibió 

y retuvo la pensión supletoria de $758.00 mensuales.  

                                                 
7 Apéndice VIII, Sentencia de 7 de junio de 2011, Civil Núm. E2CI2010-0676. 
8 Apéndice IX, págs. 1-6. 
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Como corolario, en efecto, el apelante tiene derecho a un 

crédito a su favor, por el pago de $758.00 mensuales por concepto 

de pensión supletoria realizado en exceso. Toro Sotomayor v. 

Colón Cruz, supra; Calvo Mangas v. Aragonés, supra. De los 

propios documentos que obran en el expediente, surge que dicho 

crédito corresponde desde octubre de 2010 hasta febrero 

de 2013.  Desde que se impuso y pagó la pensión supletoria hasta 

que la apelada arrendó otra propiedad, no existió dicho gasto.   

Toda vez que de los documentos que obran en el expediente 

se demostró que Figueroa Ferreira tiene derecho a lo solicitado, 

concluimos que el foro primario erró al no otorgar al apelante el 

crédito por la pensión supletoria pagada. Determinamos que 

procede acreditar al apelante el exceso de $758.00 mensuales 

sufragados durante el período de octubre de 2010 a febrero de 

2013.    

DICTAMEN 
 

Por los fundamentos expuestos, se REVOCA la sentencia 

apelada y, en su consecuencia, se concede el crédito solicitado por 

Figueroa Ferreira de $758.00 desde octubre de 2010 a febrero de 

2013.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


